Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está abierto el acto. 
(Es la hora 15 y 12 minutos.) 


—La Comisión de Población, Desarrollo e Inclusión ha sido convocada para dar cuenta de un 
asunto de suma trascendencia. 


(Se da del siguiente:) 


“Carpeta N* 964/2012. Código de la Niñez y la Adolescencia. Se modifican disposiciones 
relativas a adopción. Proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes”. 


—La Comisión tiene por delante el debate de un importante proyecto de ley por el que se 
modifican disposiciones relativas a la adopción. Este tema fue ampliamente debatido en la Cámara de 
Representantes y ahora corresponde discutirlo en el Senado. 


Como a partir de la semana nos abocaríamos al tratamiento de la Rendición de Cuentas, 
tendríamos que definir cuándo comenzaríamos a tratarlo. En lo personal, propondría comenzar 
después de la Rendición de Cuentas y en el día de hoy hacer una introducción. 


SEÑOR SOLARI.- Como bien dijo el señor Presidente, este proyecto de ley sustituye casi la totalidad 
de los artículos referidos a los procedimientos de adopción contenidos en el Código de la Niñez y la 
Adolescencia. Este Código, aprobado en el año 2004, dispone una serie de mecanismos para regular 
la adopción; mecanismos que, en realidad, recogían lo que era la práctica jurídica hasta ese 
momento. Es decir que se innovó muy poco con respecto a los procedimientos anteriores. 


En el año 2009, a través de la Ley N* 18.590, se modificó la mayoría de esos artículos en 
base a los siguientes principios: que la adopción sea un régimen de excepción; que en el proceso de 
adopción de un menor se privilegie a la familia biológica; que se cree a través del INAU un registro 
único de aspirantes y que sea la única fuente legítima de parejas para adoptar; y que exista un único 
régimen de adopción, es decir, que no haya adopciones definitivas y adopciones transitorias o 
limitadas. Creo que estos eran los principios más importantes. 


Este proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes que estamos considerando 
en este momento, se origina en la experiencia que surge de la aplicación de la Ley N* 18.590 —es 
decir de la ley a que hice referencia—, en el sentido de que era necesario establecer más nítidamente 
los plazos a que debían atenerse los actores principales del proceso, es decir, la familia biológica y la 
adoptante, el INAU y el Juzgado de familia por parte del Poder Judicial. Reitero que era necesario 
establecer más estrictamente los plazos y además acortarlos a fin de que el proceso de adaptación 
insumiera el menor tiempo posible, de tal forma que ese período de transición entre una situación 
indeseada y una que significara una solución definitiva fuera lo más breve posible. 


Hace aproximadamente un año convoqué a Legisladores de los cuatro partidos con 
representación parlamentaria para formar un grupo de trabajo, que estuvo integrado por la Diputada 
Alonso, por el Partido Nacional; el Diputado Bango, por el Frente Amplio; el Diputado Radío, por el 
Partido Independiente, y quien habla por el Partido Colorado. Rápidamente acordamos varios 
elementos. En primer lugar que a dos años de haber sido aprobada una modificación sustancial del 
sistema de adopciones, nuestra intención no era modificar los elementos básicos que se habían 
introducido —me refiero al monopolio del INAU en cuanto a la selección de las parejas adoptantes y a 
los procesos tal cual estaban estipulados— sino tratar de lograr, dentro de ese mismo espíritu —aun 
cuando no estuviéramos todos políticamente de acuerdo con él-, una redacción de la ley que apuntara 
al objetivo de acortar los plazos, sobre todo para el menor y eliminar las incertidumbres desde el punto 
de vista jurídico que, en definitiva, es lo que generalmente hay detrás de esos plazos más prolongados 
de lo conveniente. 


En poco tiempo el grupo de trabajo estuvo integrado por el Presidente del INAU, señor 
Salsamendi; por integrantes de las Divisiones Jurídica y Técnica de Adopciones del INAU; por el doctor 
Pérez Manrique y la doctora Bendahan, como integrantes del Tribunal de Apelaciones de Familia del 
Poder Judicial; por miembros de la academia como las doctoras Rivero de Arhancet y Beatriz Ramos, 
y algunos otros especialistas en Derecho de Familia que, si bien en este momento no recuerdo sus 
nombres, tuvieron una destacada participación. Por medio de un régimen de trabajo semanal se logró, 
a inicios del mes de noviembre, un proyecto que en nuestra opinión alcanzaba el objetivo que nos 
habíamos propuesto. 


De esta forma, surge el articulado que hoy tenemos ante nosotros, obviamente, con algunos 
cambios en relación a lo que se había acordado en aquel momento. Básicamente, se reformuló la Ley 
N* 18.590 de forma tal que los artículos 132 y 133, entre otros, del Código de la Niñez y la 
Adolescencia pasarían a tener una nueva redacción. 


Debemos diferenciar varias etapas en este proceso. En primer lugar, el artículo 132 —y todo lo 
que tiene que ver con él- está relacionado con las medidas cautelares de protección al menor —me 
refiero tanto al niño como al adolescente— que se encuentra en una situación de vulnerabilidad. Allí se 
plantean, también, las diferentes situaciones que se pueden dar. El artículo 133 y sus derivados se 
refieren al procedimiento de separación definitiva de la familia de origen del menor a ser adoptado, 
estableciéndose una serie de circunstancias y disposiciones al respecto. El artículo 134 queda igual; el 
artículo 135 estipula prácticamente lo mismo, pero con respecto al consentimiento para la adopción 
aparece una importante innovación introducida en la Cámara de Representantes y que tiene 
que ver con lo que se había acordado en el grupo de trabajo- en cuanto a que cuando una mujer 
embarazada, por sí sola o con su pareja, toma la firme decisión de no criar al producto de ese 
embarazo, puede iniciar algunos trámites que aceleren la adopción definitiva una vez que ese niño o 
niña haya nacido. Sin perjuicio de ello, igualmente se respeta el período de treinta días para reafirmar 
esa voluntad. Esa modificación que se introdujo en la Cámara de Representantes es muy importante 
porque nos acerca un poco a aquella situación en la cual el recién nacido que no va a ser criado por 
sus progenitores ni por nadie de su familia biológica, puede integrarse a la familia adoptante definitiva 
mucho más rápidamente que en otras circunstancias. 


Volviendo a lo que se había hecho en el grupo de trabajo, se mantiene el concepto de 
adopción plena, sin perjuicio de que cuando la adopción se realiza por parte del cónyuge o concubino 
que comienza un vínculo con uno de los progenitores del menor, puede adoptarlo pero con un efecto 
limitado, en el sentido de que ese menor adoptado por la nueva pareja de uno de sus progenitores 
biológicos puede mantener un buen vínculo con el otro progenitor biológico. Esto se define en el 
artículo 139 del proyecto como “adopción con efecto limitado”. 


En el artículo 140 se establecen las condiciones para la adopción plena: el proceso, las 
características de la sentencia, en fin, una serie de disposiciones que tratan de dar certezas jurídicas y 
acortar los plazos para la adopción del menor. Al respecto, uno de los artículos fundamentales es el 
132.2, que dice: “La duración total del proceso del artículo 132 de este Código en ningún caso 
excederá de los plazos máximos previstos para la institucionalización por franjas etarias (cuarenta y 
cinco días para menores de dos años y noventa días para quienes superen dicha edad). 


A tales efectos, los informes requeridos por el Magistrado conforme al artículo 132.1 a fin de 
fundar su decisión, han de ser brindados por el Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay (INAU), en 
un plazo máximo de quince días. Cuando el informe del INAU no se presente ante el Magistrado dentro 
de los tiempos establecidos en el inciso anterior, este deberá citar a los funcionarios del equipo técnico 
encargados de elaborar el informe a los efectos de hacerlo en forma verbal en la Sede Judicial, en un 
plazo máximo de setenta y dos horas. El Magistrado podrá, para mejor proveer, requerir informes de 
los equipos técnicos del Poder Judicial: Instituto Técnico Forense, equipos técnicos de los Juzgados de 
Familia con competencia especializada. Las diligencias medidas para mejor proveer así como las 
demás indispensables que correspondieren, no suspenderán los términos para dictar sentencia 
conforme con el inciso primero de este artículo”, es decir, cuarenta y cinco y noventa días. 


Continúa: “El Ministerio Público dispondrá de un plazo de cuarenta y ocho horas para emitir 
su dictamen. 


La no actuación dentro de los plazos previstos generará responsabilidad por falta grave de 
los funcionarios actuantes omisos a los deberes de su cargo”, esto es, tanto del Poder Judicial como 
del Poder Ejecutivo. 


Sigue diciendo: “En el caso de niños respecto de los cuales se haya dispuesto la 
institucionalización provisional, la ausencia del dictamen fiscal no obstará al pronunciamiento judicial 
dentro del plazo máximo de duración del proceso previsto en la ley”. A continuación surge un elemento 
bastante innovador: “De producirse el vencimiento de los plazos legales de cuarenta y cinco o noventa 
días, según correspondiera, sin que existiere pronunciamiento judicial, el INAU propondrá de inmediato 
la desinstitucionalización o el egreso del niño o adolescente de la familia de acogida en que se 
encuentre en su caso y la integración con quien o quienes resulten seleccionados del Registro Único 
de Aspirantes”. Se entiende que son los aspirantes a adoptar. Dice después: “El Juez deberá adoptar 
decisión dentro de las setenta y dos horas de recibida la propuesta. Si la Sede Judicial no resolviera 
dentro del plazo, se tendrá por decisión de la misma la propuesta presentada por el INAU. 


En ningún caso la internación de un niño en un centro asistencial se prolongará más allá del 
alta médica”. 


Quiere decir que, fundamentalmente mediante este artículo y otros que después podremos 
analizar, se trata de establecer un sistema que realmente garantice al menor que ese plazo de 
transición entre la constatación de la inviabilidad de su crianza por sus progenitores biológicos y el 
pasaje a una familia en régimen de adopción sea limitado a cuarenta y cinco o noventa días. 


Es obvio que el articulado aprobado por la Cámara de Representantes tiene diferencias con 
el que habíamos acordado, en términos bastante específicos, en el grupo de trabajo al que ya hice 
mención, integrado por Legisladores de los cuatro partidos políticos. Algunas de esas diferencias, 
desde mi punto de vista, mejoran la propuesta presentada y las voy a acompañar, pero creo que hay 
otras modificaciones que la empeoran porque dan una especie de marcha atrás y tendremos que 
conversar al respecto para determinar si tienen mérito o no. 


Solicité realizar este breve resumen en la sesión de hoy porque el tema de los plazos, en 
definitiva, tiene mucha importancia cuando pensamos que, tanto aquí como en todo el resto del Código 
de la Niñez y la Adolescencia, lo trascendente es el interés superior del menor. ¡Vaya si es importante 
para el interés del menor el ser criado en una familia que desee tenerlo y pueda darle el apoyo 
emocional, espiritual, afectivo e, inclusive, económico para desarrollarse adecuadamente en caso de 
que no pueda hacerlo la familia biológica, la de origen! 


Llevamos un año discutiendo estas modificaciones y en breve vamos a comenzar a 
considerar la Rendición de Cuentas. Por tanto, con mucho respeto sugeriría que nos comprometamos 
en la Comisión a analizar con la seriedad del caso el proyecto de ley aprobado por la Cámara de 
Representantes y la versión taquigráfica de la discusión que tuvo lugar en la Comisión de Constitución 
y Legislación, para que inmediatamente de cumplido el trámite de consideración de la Rendición de 
Cuentas tratemos este tema lo más rápidamente posible de manera que podamos modificar esas 
circunstancias que, repito, no hacen al espíritu de la Ley N* 18.590, sino a los mecanismos prácticos 
para que su implementación sea lo más adecuada posible. 


Era cuanto quería expresar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En las especiales circunstancias en que nos encontramos —es decir, en 
vísperas de la consideración del proyecto de ley de Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución 
Presupuestal — Ejercicio 2011, durante la cual se paralizan las Comisiones del Senado-, nos viene bien 
el planteo efectuado por el señor Senador Solari porque, además, hoy no pudimos comenzar como lo 
hacemos habitualmente con la concurrencia de instituciones que nos ilustren mejor sobre el tema en 
cuestión. El señor Senador Solari participó en la elaboración anterior —en la Cámara de 
Representantes— y nos está planteando un compromiso que creo atinado en la medida en que este es 
un proyecto de ley que, originalmente, estaba destinado a ser discutido en la Comisión de Constitución 
y Legislación. Esa Comisión actualmente tiene mucho trabajo y nosotros entendimos que era 


conveniente que este tema se abordara aquí. En consecuencia, a lo que plantea el señor Senador 
Solari se agrega nuestro compromiso de realizar una labor seria y rápida. 


SEÑOR DA ROSA.- Señor Presidente: comparto en todos sus términos las expresiones del señor 
Senador Solari en el sentido de que inmediatamente después de ese tiempo en el que se paraliza la 
actividad de las Comisiones por la incidencia del trámite de consideración de la Rendición de Cuentas, 
demos absoluta prioridad a este proyecto de ley, enfocándonos en su tratamiento hasta culminarlo. A 
veces no comparto las prácticas que advierto, no en esta pero sí en otras Comisiones, que al mismo 
tiempo abordan el tratamiento de dos, tres o cuatro proyectos de ley. A mi entender, eso no permite 
profundizar y estudiar debidamente una iniciativa y debemos tener en cuenta la importancia de esta. 


Por lo tanto, me parece que deberíamos centrarnos en este proyecto de ley; también 
comparto que el análisis correspondiente lo hagamos aquí ya que sé que la Comisión de Constitución y 
Legislación está bastante saturada de iniciativas a analizar. Algunos compañeros que integran esa 
Comisión saben que hay una enormidad de proyectos bajo su consideración, como por ejemplo el 
concerniente al Código del Proceso Penal. Si esta iniciativa relativa al Código de la Niñez y la 
Adolescencia se mantuviera en la órbita de la Comisión de Constitución y Legislación, esta se saturaría 
aún más y no se podría avanzar en ese sentido, y pienso que en esta Comisión podemos abordar su 
tratamiento perfectamente. 


En definitiva, comparto la metodología planteada y me parece que sería importante recibir 
cuanto antes la información de los organismos pertinentes para que, una vez finalizada la etapa de 
consideración de la Rendición de Cuentas, abordemos el tratamiento de este proyecto de ley, 
apuntando a finalizarlo antes de fin de año. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa comunica a los señores Senadores que la Secretaría ha enviado a 
todos los miembros de la Comisión las versiones taquigráficas de la consideración del tema en la 
Cámara de Representantes. Tal como señalaba el señor Senador Solari, ese es un buen material para 
ir trabajando con miras a que cuando retomemos el tema estemos bien informados para analizar el 
proyecto de ley. 


En definitiva, asumimos el compromiso en ese sentido. 
Se levanta la sesión. 


(Es la hora 15 y 39 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


